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Jueza Vicenty Nazario y el Juez Rivera Torres. 
 

Rivera Torres, Juez Ponente 
 

SENTENCIA 
 
En San Juan, Puerto Rico, a 17 de agosto de 2016. 

El Sr. Anthony R. Negrón Burgos apela por derecho propio, la 

Sentencia emitida el 7 de abril de 2016 por el Tribunal de Primera 

Instancia, Sala de Ponce (el TPI) que declaró No Ha Lugar la 

demanda sobre daños y perjuicios presentada contra el Estado 

Libre Asociado, entre otros. 

Por los fundamentos que expondremos a continuación, 

colegimos desestimar el presente recurso por falta de jurisdicción. 

I. 

Según se desprende del expediente, el 23 de junio de 2014 el 

señor Negrón Burgos, confinado en la Sección de Máxima 

Seguridad del Complejo Correccional de Ponce, presentó una 

demanda sobre daños y perjuicios contra el Estado Libre Asociado, 

la Administración de Corrección y otros. El Estado solicitó la 

desestimación de la demanda debido a que el señor Negrón 

Burgos: no cumplió con el requisito de plausibilidad en sus 

alegaciones, no notificó al Secretario de Justicia dentro de los 90 

días siguientes a la fecha en que advino en conocimiento de los 
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daños que reclamaba y no agotó los remedios administrativos 

disponibles en la agencia.1 

El 7 de abril de 2016 el TPI emitió la sentencia apelada.2 

Determinó que el señor Negrón Burgos no recurrió al Tribunal de 

Apelaciones en revisión de las resoluciones administrativas 

adversas, por lo que las mismas advinieron finales y firmes y que 

tampoco notificó su intención de demandar oportunamente 

conforme a la Ley de Reclamaciones y Pleitos contra el Estado. 

Inconforme, el señor Negrón Burgos acude ante este tribunal 

apelativo mediante un escrito presentado el 10 de mayo de 2016.3 

Aunque no hizo señalamiento de error alguno, asegura que sí le 

notificó al Secretario de Justicia sobre su intención de demandar 

oportunamente y que no debía agotar los remedios 

administrativos, puesto que su demanda era una sobre violación a 

los derechos civiles. 

El 14 de junio de 2016 emitimos una Resolución mediante la 

cual le otorgamos 30 días a la parte apelada para que presentara 

su alegato en oposición. El 21 de julio de 2016, el Departamento 

de Corrección, representado por la Oficina de la Procuradora 

General, solicitó la desestimación del recurso. Alegó que fue a 

través de la Resolución emitida el pasado 14 de junio cuando por 

primera vez advino en conocimiento del recurso de apelación de 

epígrafe. Agregó que no fue notificado conforme a la Regla 33 (B) 

del Reglamento del Tribunal de Apelaciones y que el recurso 

carecía de un apéndice, por lo que no podíamos ejercer nuestra 

función revisora. 

                                                 
1 Mediante mociones presentadas el 19 de agosto y 2 de octubre de 2015. 
2 Notificada el 12 de abril de 2016. 
3 Tomamos la fecha de presentación del recurso el día en que el señor Negrón 

Burgos lo presentó ante la autoridad que lo tiene bajo custodia. Regla 30.1 del 

Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA XXII-B, R. 30.1. En los casos 

de revisión judicial de decisiones administrativas de la Administración de 

Corrección sobre procedimientos disciplinarios instados por reclusos por 
derecho propio, se entenderá que el recurso fue presentado en la fecha de 
entrega a la institución carcelaria. Álamo Romero v. Adm. de Corrección, 175 DPR 

314, 323 (2009). 
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Con el beneficio de la comparecencia de las partes, 

resolvemos. Atendemos con prioridad el asunto jurisdiccional por 

tener preferencia sobre cualquier otro. Cordero et al. v. ARPe et al., 

187 DPR 445, 457 (2012). 

II. 

La jurisdicción “es el poder o autoridad de un tribunal para 

considerar y decidir casos y controversias.” Asoc. Punta Las Marías 

v. ARPe., 170 DPR 253, 263 nota al calce 3 (2007), citando a 

Gearheart v. Haskell, 87 DPR 57, 61 (1963). La jurisdicción de un 

tribunal no se presume, debe ser constatada y por ser un asunto 

privilegiado, tiene preferencia sobre cualesquiera otros. Cordero et 

al. v. ARPe et al., supra; S.L.G. Szendrey-Ramos v. F. Castillo, 169 

DPR 873, 882 (2007); Carattini v. Collazo Systems Analysis, Inc., 

158 DPR 345, 355 (2003). La falta de jurisdicción conlleva la 

desestimación del recurso sin más. Souffront v. AAA, 164 DPR 663, 

674 (2005). 

En lo que respecta a los recursos de apelación interpuestos 

ante este tribunal, la Regla 13(B)(1) del Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones establece cuándo se notificará un recurso de apelación 

a las partes: 

La parte apelante notificará el recurso apelativo y los 

Apéndices dentro del término dispuesto para la 

presentación del recurso, siendo éste un término 

de estricto cumplimento.  (Énfasis nuestro) 
 
La parte apelante deberá certificar con su firma en el 

recurso, por sí o por conducto de su representación 

legal, la fecha en que se efectuó la notificación. Esta 

norma es aplicable a todos los recursos. 

 
Es decir, un recurso de apelación debe ser notificado a las 

partes dentro de los 30 días contados a partir de la notificación de 

la sentencia impugnada. El mencionado término es uno de 

cumplimiento estricto, el que, a diferencia de un término 

jurisdiccional, no es mecánicamente fatal. Este puede ser 

extendido por el tribunal y “proveer justicia según lo ameriten las 
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circunstancias.” Loperena Irizarry v. ELA, 106 DPR 357, 360 

(1977); Arriaga v. FSE, 145 DPR 122, 131 (1998). 

A pesar de lo anterior, un tribunal no puede prorrogar un 

término de cumplimiento estricto irreflexivamente. Se tiene que 

demostrar y acreditar la existencia de justa causa para excusarlo. 

García Ramis v. Serralles, 171 DPR 250, 253 (2007). La 

acreditación de la justa causa “le impone una carga considerable a 

los abogados y a las partes que estén obligados a demostrarla.” 

Soto Pino v. Uno Radio Group, 189 DPR 84, 92-93 (2013). Esta no 

se demuestra con vaguedades [,] excusas o planteamientos 

estereotipados, sino con explicaciones concretas y particulares, 

debidamente evidenciadas, que le permitan al tribunal concluir 

que la tardanza o demora ocurrió razonablemente, por 

circunstancias especiales. Rojas v. Axtmayer Ent., Inc., 150 DPR 

560, 565 (2000). Así, se impide que los términos reglamentarios se 

conviertan en metas amorfas que cualquier parte podría postergar. 

Soto Pino v. Uno Radio Group, supra, pág. 93.  

III. 

Las disposiciones reglamentarias sobre los recursos a 

presentarse ante el Tribunal de Apelaciones deben observarse 

rigurosamente para el correcto perfeccionamiento de los recursos. 

Hernández Maldonado v. Taco Maker, 181 DPR 281, 290 (2011). 

En este caso, la sentencia dictada por el TPI fue notificada al 

apelante el 18 de abril de 2016.4 Así pues, este contaba hasta el 18 

de mayo de 2016 para presentar su recurso y notificarlo a la parte 

apelada. Sin embargo, aunque sometió su escrito de 

oportunamente, no notificó su presentación a la otra parte dentro 

del término de estricto cumplimiento establecido en la Regla 

13(B)(1) de nuestro reglamento.  

                                                 
4 Anejo I del recurso de apelación. 
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Del expediente no surge acreditación alguna que explique su 

incumplimiento.5 Ante un recurso carente de una justificación 

detallada, válida y oportuna, sustentada por circunstancias 

especiales, no podemos prorrogar el término de cumplimiento 

estricto. García Ramis v. Serrallés, supra, págs. 253-254. Procede 

la desestimación del recurso de epígrafe por falta de jurisdicción.  

IV. 

Por los fundamentos antes expuestos, se desestima el 

recurso de apelación instado por el señor Negrón Burgos por falta 

de jurisdicción. 

Notifíquese. 

Lo acordó y manda el Tribunal y certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

La Jueza Vicenty Nazario concurre con el resultado sin 

opinión escrita. 

 

Dimarie Alicea Lozada  

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

                                                 
5 El litigante pro se no tiene derecho a que se le apliquen reglas procesales 

distintas ni a que se le releve de cumplir con la normativa aplicable. Opinión 

disidente emitida por el Juez Asociado señor Martínez Torres a la que se unió el 
Juez Asociado señor Feliberti Cintrón en la Sentencia del caso Santana Báez v. 
Adm. de Corrección, 190 DPR 983 (2014) citando a Febles v. Romar, 159 DPR 

714, 722 (2003). Todos los litigantes son iguales ante la ley. Véase Regla 9.4 de 

Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V. 


